
		

	
Todo ordenamiento jurídico expresa un sistema de valores. Estos son proyecciones de la 

conciencia del ser humano al mundo externo que representan preferencias que son 

producto de determinadas condiciones sociales e históricas. Para la filosofía jurídica 

contemporánea, los valores tienen fundamento racional y empírico y no metafísico porque 

se definen y fundamentan en el consenso racional de seres humanos que conviven en 

una sociedad abierta y democrática. 

 

Sobre los valores, han existido históricamente tres posiciones: la objetivista, que sostiene 

que los valores son absolutos, eternos e inmutables, sin que dependan de la experiencia 

humana; la subjetivista, que reduce los valores al plano de los deseos o intereses de los 

individuos; y la intersubjetivista o discursiva, que indica que los valores son el resultado de 

la racionalidad práctica, que llega a ellos a través de un consenso social abierto y 

revisable.  

 

La primera posición parece no ser aceptable porque al propugnar un orden axiológico, 

cerrado y ahistórico de valores metafísicos, eternos e inmutables, un sector de la sociedad 

puede sentirse intérprete de ese orden con exclusión de los demás sectores.  

 

El subjetivismo por su parte conduce a la anarquía y a un relativismo extremo sobre los 

valores, en donde cada quien pretende imponer sus puntos de vista a los demás. En 

cambio, el intersubjetivismo promueve la idea de procedimientos y reglas imparciales para 

generar un consenso racional sobre los valores y las necesidades básicas de los seres 

humanos. 

 

Entre los principales valores jurídicos que permiten la crítica al derecho positivo y que 

orientan la creación, interpretación y aplicación de las normas, podemos mencionar a la 

justicia, la dignidad, la libertad, la igualdad, la solidaridad, la seguridad y el bien común. 
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Los valores son elementos extrínsecos, pero también intrínsecos al derecho; como 

elementos extrínsecos permiten la crítica y también la justificación y legitimidad del 

derecho positivo, y como elementos intrínsecos se incorporan al orden jurídico para 

orientarlo hacia determinados fines. Desde el punto de vista de la clasificación de las 

normas, los valores son las normas jurídicas que fundamentan, justifican y orientan 

críticamente al resto del ordenamiento. Los valores son normas de un gran nivel de 

abstracción y de indeterminación, que requieren de circunstancias y necesidades 

específicas para ser definidos y concretados por el legislador, el juez y el resto de las 

autoridades. Algunas Constituciones aluden a ellos de manera expresa como la 

Constitución Española de 1978, que en su artículo 1 indica que son valores superiores la 

libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político. En otras Constituciones como la 

mexicana, existen de manera implícita y se infieren del texto constitucional y del resto del 

ordenamiento. 

 

La justicia. La justicia social hace referencia al bienestar económico y social de la 

sociedad como una comunidad de trabajo, de orden económico y social del pueblo de un 

Estado. La justicia social exige que se distribuya a todos los grupos y a quienes integran 

la parte de bien común que por sus contribuciones a su formación les corresponde. La 

justicia social tiene por propósito la distribución justa de los bienes sociales, y obliga a 

realizar las prestaciones y contribuciones necesarias para formar el bien común que 

permita el progreso social y económico. La justicia social integra a la justicia general, 

distributiva y conmutativa. La general se incorpora para que los individuos realicen las 

contribuciones para conformar el bien común. La distributiva, porque a través de la 

distribución de bienes y cargas por los poderes públicos se realiza el equilibrio del orden 

social y económico. En cuanto a la conmutativa porque se garantiza el equilibrio entre los 

individuos. De esta manera, la justicia social expresa la exigencia de vínculos de 

integración y solidaridad social sobre los que se construyen los demás tipos de justicia. 

 

En el Estado constitucional actual, la justicia social cumple funciones de corrección a la 

libertad de mercado muy importantes. Por un lado, la justicia social revisa la idea de la 

armonía o equilibrio espontáneo del mercado, la que empíricamente es insostenible. 



		

También implica la garantía de la igualdad de oportunidades de todos los ciudadanos, de 

modo que no existan puntos de partida muy privilegiados para determinados grupos o 

personas. Igualmente, supone un compromiso con la educación cívica para que todos los 

ciudadanos puedan ejercer sus derechos civiles y políticos. Y, finalmente, tiende a permitir 

que todos los ciudadanos participen en los asuntos públicos. 

 

La dignidad. La dignidad entraña no solo la garantía negativa de que la persona no será 

objeto de ofensas o humillaciones, sino que supone también la afirmación positiva del 

pleno desarrollo de la personalidad de cada individuo. El pleno desarrollo de cada 

individuo tiene que ver con la total auto disponibilidad de actuación de cada persona, sin 

interferencias o impedimentos externos y con la autodeterminación de los individuos que 

no están predeterminados previamente por una razón o naturaleza ajena a ellos. Debe 

entenderse a la dignidad humana como un valor básico que fundamenta a los derechos 

humanos. Es un punto de referencia de todas las facultades que se dirigen al 

reconocimiento y afirmación de la dimensión moral de la persona. 

 

La libertad. Para muchos filósofos y autores la libertad es conditio sine qua non de lo que 

Javier Muguerza ha llamado el imperativo de la disidencia, y que por ello se entiende 

como el primer derecho fundamental de la persona. En la filosofía, por libertad se 

comprenden distintas cosas. De manera sintética podemos decir que la libertad ha sido 

entendida como: 1) autonomía, indeterminación o ausencia de vínculos, presiones o 

coacciones externas del Estado o de otros individuos o grupos (libertad negativa); 2) 

posibilidad para realizar determinadas actividades o conductas, principalmente es el poder 

para participar en la designación y en el eventual control de los gobernantes y en la 

elaboración de las leyes, supone participación de los individuos en la cosa pública 

(libertad positiva), y 3) las relaciones interpersonales o de interacción intersubjetiva en las 

que se resuelve la dimensión social de la libertad; por lo que esta libertad expresa que el 

Estado debe poner los medios que permitan al individuo y a los grupos dotar de contenido 

a las otras libertades (libertad material o real). 

 



		

Es común que estas tres formas de libertad entren en conflicto. Así puede haber antítesis 

entre la libertad del individuo que reclama no ser coaccionado ni por el Estado ni por 

individuos y las exigencias de libertad social o comunitaria que obligan al Estado a tomar 

decisiones que pueden eventualmente recortar la libertad negativa; entre la libertad para 

que las personas puedan disfrutar de determinadas prestaciones que hacen necesaria la 

acción positiva o activa del Estado con la libertad entendida como participación política y 

control al gobernante. A pesar de las tensiones entre estos tres tipos de libertad, las tres 

son necesarias para contar con una sociedad democrática y un Estado de derecho. 

 

La igualdad. Puede ser material o formal. La igualdad material se identifica con la 

equiparación y el equilibrio de bienes y situaciones económicas y sociales, con la 

exigencia de la igualdad del mayor número de individuos en el mayor número de bienes.  

 

La igualdad formal o jurídica supone el respeto al principio de igualdad ante la ley. Este 

último principio establece el reconocimiento de que el estatuto jurídico es igual para todos 

los ciudadanos, lo que entraña paridad de trato en la legislación y aplicación del derecho. 

 

En materia de igualdad ante la ley, es importante señalar que puede ser entendida como 

generalidad, como equiparación y como diferenciación. La exigencia de generalidad nos 

indica que todos los ciudadanos van a ser sometidos a las mismas normas y tribunales, 

de esta manera, el artículo 13 de la Constitución establece que: “Nadie puede ser juzgado 

por leyes privativas ni por tribunales especiales…”. La igualdad como exigencia de 

equiparación supone un trato igual a circunstancias o situaciones no idénticas que se 

estima deben considerarse irrelevantes para el disfrute o ejercicio de determinados 

derechos o para la aplicación de una misma disciplina normativa. Esta igualdad trata de 

no equiparar arbitrariamente aquellas cosas entre las que se den diferencias relevantes o, 

por el contrario, de no establecer discriminaciones entre aquellas cuyas divergencias 

deban considerarse irrelevantes. Los tribunales constitucionales han desarrollado 

jurisprudencialmente el principio de proporcionalidad que está ligado a las ideas de 

racionalidad, necesidad, idoneidad y ponderación para concretar juicios de equiparación. 

 



		

La solidaridad. Entraña la cooperación entre los miembros de una sociedad o entre las 

sociedades. Integra este valor dos dimensiones: a) la ético-política, entendida como 

actitud que tiende a compartir e identificarse con las necesidades ajenas, y b) jurídica, que 

supone un compromiso de los poderes públicos por hacer efectiva la igualdad material. 

 

La seguridad jurídica. Engloba al menos tres significados: como principio inspirador de 

todo el ordenamiento jurídico; como sinónimo de certeza y conocimiento de las normas, y 

como previsibilidad de las consecuencias de determinada actuación, y como ausencia de 

riesgo en el ejercicio de las libertades que todo ciudadano tiene reconocidas por el 

derecho, es decir, se entiende como protección personal y seguridad ciudadana. 
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